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LA REGULACIÓN DE PRECIOS DE BIENES Y SERVICIOS EN EL
MARCO DE LA ECONOMÍA SOCIAL DE MERCADO EN VENEZUELA
RESUMEN
El sistema económico previsto en la Constitución de la República Bolivariana
de Venezuela (1999) es la economía social de mercado, integrado por
principios de libre mercado y de intervencionismo Estatal. Las libertades
económicas son relativas, sujetas a limitación, y la regulación de precios por
parte de la Administración Pública es una de las formas de limitación de las
libertades económicas, la cual debe cumplir con unas garantías en resguardo a
los agentes económicos, cuya infracción deviene en incompatibilidad
Constitucional. El trabajo de investigación tiene como objetivo general analizar
jurídicamente la regulación de precios a la luz de los principios constitucionales
y de la jurisprudencia patria, y como objetivos específicos, identificar el modelo
económico mixto, determinar la potestad pública de intervención en la libertad
económica y precisar sus limitaciones. El marco metodológico es bajo el
enfoque cuantitativo y el tipo de investigación según el diseño como
documental, y según el nivel como descriptivo. La fuente de información fue
mediata o secundaria: libros, revistas, jurisprudencias. Las referidas fuentes se
clasificaron a través del análisis de contenido y el análisis jurídico a través de
argumentos lógicos de interpretación. Se concluyó que la medida tal como se
aplica, es violatoria a la Constitución.
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REGULATED PRICES OF GOODS AND SERVICES WITHIN THE
VENEZUELAN SOCIAL ECONOMY
ABSTRACT
A social market economy, composed of free market principles and state
interventionism is recognized as the economic system under the Constitution of
the Bolivarian Republic of Venezuela (1999). Economic freedoms are relative,
subject to limitations, to safeguard public interests and social justice. Price
regulation is one way of limiting economic freedoms, which must meet
guarantees to safeguard economic agents. However, this can lead to
Constitutional incompatibility. The decree of Costs and Fair Prices authorizes
the PublicAdministration to fix the price of all goods and services. This research
aims to analyze legal regulations of prices in light of constitutional principles
and jurisprudence of Venezuela. Specific objectives aim to identify the mixed
economic model, and determine the authorities right to intervene in economic
freedom and clarify its limitations. The methodological framework uses a
quantitative approach and the type of research design is documental and
descriptive. The source of information is both legal and secondary: books,
articles, legal documents. The above sources are classified by content analysis
and legal analysis, interpreted using logical arguments. In conclusion, the
measure as applied, violates the Constitution.
Key words: Social market economy, economic freedom, regulation of prices.
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6AREGULAÇÃO DOS PREÇOS DE PRODUTOS E SERVICOS NO
AMBITO DA ECONOMÍA SOCIAL DE MERCADO NA VENEZUELA
RESUMO
O sistema econômico previsto na Constituição da República Bolivariana da
Venezuela (1999) é a economia social de mercado, integrada por princípios de
livre mercado e de intervenção Estatal. As liberdades econômicas são
relativas, sujeitas a limitações, para resguardar os interesses públicos e a
justiça social. A regulação de preços é uma das formas de limitação das
liberdades econômicas, a qual deve cumprir com umas garantias em
resguardo aos agentes econômicos, cuja infração resulta em
incompatibilidade constitucional. O decreto com rango de lei de custos e
preços justos autoriza à Administração Pública para fixar o preço de todos os
produtos e serviços. Esta pesquisa tem como objetivo geral analisar
juridicamente a regulação de preços em base aos princípios constitucionais e
da jurisprudência pátria, e como objetivos específicos, identificar o modelo
econômico misto, determinar a potestade pública de intervenção na liberdade
econômica e precisar suas limitações. O marco metodológico é sob o enfoque
quantitativo e o tipo de pesquisa, segundo o delineamento, é documental, e
segundo o nível é descritivo. A fonte de informação foi mediata o secundaria:
livros, revistas, jurisprudências. As referidas fontes se qualificaram através da
análise de conteúdo e a análise jurídica através de argumentos lógicos de
interpretação. Concluiu-se que a medida tal como se aplica, é inconstitucional.
Palavras chave: Economia social de mercado, liberdade econômica,
regulação de preços.
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7Introducción
Fundamentación
El sistema económico previsto en la constitución del 99
La llamada “Constitución Económica” expresa un conjunto de valores y
principios de carácter general, inclusivos, omnicomprensivos, de suerte de no
suscribir explícitamente ninguno de los modelos económicos extremos, esto
es, las disposiciones de rango Constitucional no acogen el capitalismo
neoliberal, pero tampoco reconocen expresamente el sistema socialista. La
doctrina y la jurisprudencia han coincidido en afirmar que el sistema económico
previsto en la Constitución Venezolana es la economía social de mercado o la
economía mixta, el cual es una combinación de principios de índole liberal,
tales como, la propiedad privada de los medios de producción y la libertad
económica, y principios de naturaleza social, tales como la justicia social y la
justa distribución de la riqueza.
Este sistema económico postula por una parte las libertades individuales de
naturaleza económica y por otra, diversas técnicas de intervención del Estado
en la economía, entre ellas la regulación y ordenación, y como una de sus
manifestaciones consuetudinarias en Venezuela, figura la fijación por parte de
la Administración Pública, de los precios de bienes y servicios. Con la entrada
en vigencia del Decreto con rango y fuerza de Ley de Costos y Precios Justos,
esta expresión del poder interventor del Estado ha adquirido nuevas
dimensiones, debido a la fuerza expansiva que el referido instrumento
normativo ha pretendido atribuir a los órganos administrativos competentes.
El presente trabajo de investigación se propone analizar la constitucionalidad o
no de la regulación de los precios de bienes y servicios, en el marco de una
economía social de mercado, asociada a la cláusula del Estado Social de
Derecho y como instrumento especial aplicable al caso, el referido decreto-ley.
Con posterioridad a la segunda guerra mundial, con el reconocimiento de la
cláusula del Estado Social de Derecho, las Constituciones de los países de
Europa, entre ellos, Alemania, Italia, Francia, y posteriormente España y
Portugal, establecieron un conjunto de normas y principios destinados a
regular el orden económico, los derechos y garantías económicas ciudadanas
y las formas de intervención del Estado en la dinámica económica. Con base a
García-Pelayo citado por la Sala Constitucional (2001d) la Constitución
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8económica es entendida como las normas básicas destinadas a proporcionar
el marco jurídico fundamental para la estructura y funcionamiento de la
actividad económica.
La regulación económica Constitucional antes referida, tiene la particularidad
de estar regida por el principio interpretativo de la flexibilidad o neutralidad
política, con base al cual, la carta magna se limita a establecer un conjunto de
principios generales y abstractos, algunos de índole liberal y otros de contenido
social e intervencionista del Estado, dejando a los operadores políticos y al
gobierno de turno la orientación especifica del modelo económico que habrá de
aplicarse. La flexibilidad es predicable de este sistema económico, por cuanto,
la Constitución no se declara expresamente capitalista o liberalista, así como
tampoco lo hace en el sentido antagónico, esto es, no se afirma como socialista
o comunista.
El rasgo característico de la flexibilidad se justifica en la función integradora de
las Constituciones de los países con sistemas políticos democráticos,
conforme al cual las decisiones trascendentales en el orden político,
económico y social son el resultado de procesos abiertos de participación de
todos los sectores de la sociedad, en un marco que permita el respeto de las
garantías de pluralismo ideológico y representación de las minorías.
El sistema económico descrito precedentemente es precisamente lo que ha
sido denominado por la doctrina como la economía social de mercado, una
opción equidistante entre la economía de libre mercado y el intervencionismo
Estatal socializante de los medios de producción, resultado de la conjunción de
principios liberales y de principios sociales, con la posibilidad de ejecutar
múltiples modelos, cuya orientación especifica le corresponde determinarla en
cada oportunidad histórica, a los agentes políticos que actúan tanto en el
parlamento, como al ejecutivo nacional, este último de modo preeminente.
La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV) de 1999
acoge esta manera de organizar la actividad económica de la sociedad, lo cual
se colige tanto de su contenido normativo o articulado como de la exposición de
motivos en el título VI, capítulo I, -del sistema socioeconómico-.
La carta magna se limita a prever un conjunto de principios inherentes a la
actuación económica de los diferentes operadores, sin adherirse
expresamente a una determinada concepción ideológica. Esta forma de definir
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9el sistema socioeconómico, responde a la necesidad de crear un orden abierto
conformado por un conjunto superior de valores, compatible con múltiples
opciones políticas, que haga posible la adecuación de los planes de desarrollo
nacional a las siempre relativas y mutables circunstancias de modo, tiempo y
lugar. García-Pelayo (1991) (citado por Hernández, 2008) afirma que la
Constitución económica no debe ser cerrada que impida su ejecución a través
de una variada gama de formas, ya que ello obstaculizaría el desarrollo
nacional.
Por su parte, la doctrina venezolana en la materia se ha pronunciado en forma
unívoca en esa misma línea de pensamiento, cuando afirma el carácter mixto o
llamado también economía social de mercado como sistema económico. Entre
ellos se menciona a, Brewer-Carias (1999); Badell (2000); Hernández (2000);
Peña (2003) y Hernández (2008).
De no ser suficiente los argumentos expuestos precedentemente para
determinar que el sistema económico delineado en la CRBV es la economía
social de mercado, puede traerse a colación el criterio sostenido en forma
diuturna la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia (2001 a), caso
Pedro PérezAlzurutt : “La Constitución económica …actúan como garantes de
una economía social de mercado, inspirados en principios básicos de justicia
social y con una base neutral que deja abiertas distintas posibilidades al
legislador”.
Este criterio ha sido ratificado en varios fallos en los que el máximo tribunal
antes referido, anal izó las l ibertades económicas previstas
Constitucionalmente, entre los cuales se mencionan a título enunciativo los
siguientes casos: Sala Constitucional (2003a) caso: Cervecería Nacional C.A.;
Sala Constitucional (2003b) caso: Inversiones Parkimundo; Sala
Constitucional (2004b) caso: Seguros Caracas Liberty; Sala Constitucional
(2007) caso: BP Oil Limited.
Determinado el sistema económico previsto en la CRBV 1999, se pasa a
analizar la competencia de los órganos que ejercen el Poder Público para la
regulación de precios de bienes y servicios. Con este propósito, es menester
destacar que la economía social de mercado habilita suficientemente a los
La técnica de regulación de la economía como límite a la libertad
económica
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órganos y entes del Estado para ordenar y configurar la actividad económica
del país.Así se desprende del título VI de la exposición de motivos de la CRBV:
“El Estado no está ausente, tiene un papel fundamental como regulador de la
economía para asegurar el desarrollo humano integral…en suma se plantea
un equilibrio entre Estado y mercado”.
La intervención del Estado en la economía se puede manifestar en tres ámbitos
diferentes pero complementarios, a saber: la definición y ejecución de las
políticas macroeconómicas, la regulación y ordenación de la economía
productiva y finalmente la gestión económica directa, que comporta el ejercicio
de la actividad empresarial pública.
La regulación de los precios de bienes y servicios es subsumible en la segunda
técnica de intervención, vale decir, en la regulación y ordenación de la
economía productiva, por cuanto se trata de establecer condiciones y
limitaciones al ejercicio de la actividad empresarial, fundado en razones de
interés público y de desarrollo humano integral.
Los derechos y garantías Constitucionales son conceptos relativos y no
absolutos, por tanto, son susceptibles de limitación, restricción y
condicionamiento, por razones de interés público, seguridad, coexistencia con
otros derechos u otros motivos previstos en la Constitución o las leyes. No
obstante, las referidas regulaciones deben sujetarse a un conjunto de
exigencias jurídicas, en resguardo a la efectiva vigencia de las libertades
individuales sometidas a decisiones ablatorias. En este sentido, Chinchilla
(1999) dice que los derechos gozan de un conjunto de garantías reforzadas
frente a los Poderes Públicos, aun frente al legislador y frente al poder
constituyente.
La doctrina ha señalado la existencia de una estructura interna de los
derechos, en forma de tres círculos concéntricos, que indican las diversas
zonas e intensidades de intervención del Estado en ellos, graficando una
especie de escala conformada por tres grados de injerencia, desde el circulo
interno donde está proscrito para el Estado intervenirlos, hasta el circulo
exterior en que es plausible la ordenación Estatal.
Según Álvarez (2010), se conforma una fragmentación o demarcación del
derecho, todo lo cual puede soportarse sobre el alcance y naturaleza jurídica
de la interpretación normativa, para materializar la seguridad jurídica y un
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orden de valores y principios constitucionales, de ahí la importancia de las
zonas o fronteras de la hermenéutica jurídica.
En esta línea argumental, se pueden discernir tres grados de intervención
sobre los derechos fundamentales, a saber: la delimitación, la limitación y la
restricción. El primero de ellos, lo realiza directamente la Constitución de 1999,
cuando reconoce el derecho, define el bien jurídico susceptible de protección,
precisa el ámbito de libertad o la prestación debida por el Estado a favor del
ciudadano, fija los contornos y límites del derecho. En este caso, no se trata de
la intervención con un fin ablatorio del derecho, antes bien, se traduce en la
conformación del mismo a través de su consagración expresa.
Como ejemplo de esta actividad se señala el artículo 112 de la Constitución de
1999 que consagra la libertad económica, de industria, comercio, trabajo, con
fines lucrativos, o el artículo 115 ejusdem que reconoce a la propiedad privada
de todo tipo de bienes, sean de producción o de consumo y define sus atributos
(CRBV, 1999).
Por otra parte, la limitación del derecho tiene lugar cuando el propio texto
Constitucional establece de modo explicito o implícito, limitaciones,
restricciones y condiciones para el ejercicio del derecho que ha reconocido,
fundado en razones de interés público o compelido por la necesidad de
asegurar la coexistencia armónica de varios derechos, debido a su
interdependencia y correlatividad.
Son ejemplos de esta forma de intervención por razones de interés público, el
mismo artículo 112 constitucional, cuando después de consagrar la libertad
económica, dice que ella puede ejercerse sometida a condiciones y
limitaciones que establezcan las leyes por razones de desarrollo humano,
seguridad, sanidad, protección del ambiente u otras de interés social (CRBV,
1999).
La restricción por su parte es una actividad confiada al órgano legislativo
nacional, esto es, a laAsamblea Nacional, mediante la cual establece con base
a la constitución límites concretos, materiales y tangibles al goce y disfrute del
derecho, acotando su esfera de protección o ámbito de libertad. Se puede citar
como ejemplo de la restricción de un derecho, justamente las disposiciones
legales que posibilitan la regulación de los precios de los bienes y servicios,
plasmadas en el Decreto con Rango y Valor de Ley de Costos y Precios Justos
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-DLCPJ- (2011).
De la disposición legal antes referida se deduce la limitación a la libertad
económica de todos los agentes y operadores nacionales y extranjeros,
públicos y privados, los cuales están sujetos a la competencia de la
Administración Pública, con base a la cual puede fijar unilateralmente el precio
de venta final de los bienes y servicios que ofertan en el mercado.
Esa restricción de origen legislativo encuentra su fundamento Constitucional
tanto en el artículo 112 como en el artículo 117 de la carta magna, por cuanto en
el primero se prevé el carácter relativo de la libertad económica que consagra,
y en el segundo se reconoce el derecho de los ciudadanos al acceso a bienes y
servicios de calidad.
Es preciso subrayar que la restricción de los derechos Constitucionales por
parte del Legislador, encuentra como límite insoslayable, la observancia de
exigencias o requisitos aportados por la doctrina y la jurisprudencia en la
materia. De este modo, se debe cumplir con el principio de la reserva legal, con
la inviolabilidad del núcleo esencial del derecho, con la proporcionalidad y con
el principio in dubio pro libertatis.
La exigencia del cumplimiento del principio de la reserva legal se deriva de la
Constitución del 99, que en su artículo 203, supedita la regulación de los
derechos que la Constitución consagra, a la emanación de una Ley con rango
orgánica (CRBV, 1999). De modo que en las Constituciones de los países
Democráticos Constitucionales existe la regulación de la reserva legal, para
impedir que materias inherentes al desarrollo de los derechos humanos, sean
sustraídas de la potestad normativa del parlamento y asumidos por otras
ramas del Poder Público, bajo la premisa que el órgano legislativo por su
naturaleza política y su conformación plural, representa a todos los sectores de
la población y su obra normativa será fiel reflejo de sus aspiraciones y
necesidades.
En el caso de la restricción de la libertad económica prevista en el artículo 112
Constitucional, a través de la fijación de los precios de bienes y servicios
comercializados, por órgano de la Superintendencia de Costos y Precios
Justos (SUNDECOPJ) tiene un fundamento legal representado por el DLCPJ
(2011) antes indicado. No obstante, se observa el incumplimiento del requisito
del rango orgánico del instrumento legal. En este sentido ha señalado Casal
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(2008) que solo la mayoría calificada de las dos terceras partes de los
miembros presentes de la Asamblea Nacional pueden admitir proyectos de
leyes que desarrollen los derechos Constitucionales.
En este aspecto, la regulación de precios de bienes y servicios, al constituir una
clara y abierta restricción a la libertad económica, requiere el carácter orgánico
de la Ley que lo autoriza, para ser conforme con la Constitución. Al no tener el
instrumento legal el mencionado rango, conduce a deducir su incompatibilidad
con el texto Constitucional.
Otra condición que debe cumplirse para la restricción de derechos
Constitucionales es la inviolabilidad del contenido esencial de éstos. Según
Álvarez (2010) de la demarcación de la estructura interna de los derechos se
deduce un contenido esencial, una primera fase de esa estructura. Por su parte
Chinchilla (1999) sostiene que los derechos fundamentales gozan de la
garantía del contenido esencial frente al Poder legislativo, lo que implica que
cuando la Ley introduzca alguna limitación a su ejercicio, debe respetarse un
ámbito mínimo irreductible, de modo de preservar el derecho de toda
regulación que lo haga nugatorio.
El contenido esencial del derecho es un núcleo duro, intangible, irrestricto,
excluido del poder de intervención del legislador, que debe conservarse
indemne a la actuación reguladora del parlamento, como medio de prevenir
que se vacíe de contenido y que su consagración sea frustránea o nugatoria en
la práctica. Esto es, que su reconocimiento se convierta en letra muerta, sin
traducirse en ningún beneficio o ventaja concreta para su titular, al no obtener
la realización en el plano fáctico de ningún interés jurídicamente relevante.
La jurisprudencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia se
ha referido en diversos fallos al concepto del núcleo esencial del derecho
fundamental, entre la cuales es preciso indicar la sentencia dictada en el caso:
Distribuidora Baibery Sun 2002 C.A. “Como las características mínimas que lo
consagran como derecho fundamental y no el ejercicio de sus diversas
manifestaciones” Sala Constitucional (2001c).
También la sentencia emitida en el caso: Manuel Quevedo dijo lo siguiente: “El
núcleo esencial de tales derechos, es decir, abstraer su contenido mínimo…El
contenido mínimo según el cual el derecho luce imprescindible para la
dignidad, igualdad y libertad humanas” Sala Constitucional (2001b).
COLMENÁREZ,Hely
La Regulación de Precios de Bienes y Servicios en el Marco
de la Economía Social de Mercado en Venezuela 4-24
14
En las decisiones transcritas parcialmente, se evidencia la identificación del
núcleo esencial del derecho como aquel contenido básico, primario,
fundamento del bien jurídico protegido por el derecho, sin el cual, éste perdería
su identidad, contenido sustancial y efectos. Aquella substancia indispensable
para salvaguardar el ámbito de dignidad, igualdad y libertad que subyace en
todo derecho fundamental.
Igualmente la decisión dictada por la Sala Constitucional (2002) en el caso:
Jesús Rendón, afirmó que el contenido o núcleo esencial de un derecho
constitucional está compuesto por todas aquellas facultades o posibilidades de
actuación necesarias para que el derecho sea reconocido como perteneciente
al tipo descrito, por tanto, se desconoce este núcleo cuando el derecho queda
sometido a limitaciones que lo hacen impracticable, es decir, que lo dificultan
más allá de lo razonable o lo despojan de la necesaria protección.
De modo que el contenido esencial del derecho representa un dique de
contención a las pretensiones injerencista de los órganos Estatales, que sirve
para identificarlo y diferenciarlo de otros derechos, que impide su regulación
irrazonable, que asegura que se cumplan los fines tuitivos para los cuales el
constituyente lo reconoció.
Es menester identificar el núcleo esencial del derecho a la libertad económica,
para precisar el grado de intervención válido de los órganos Estatales sobre él,
delimitar los confines entre la constitucionalidad o no de la regulación pública
relacionada a la fijación de los precios de bienes y servicios, y clarificar el
ámbito del referido derecho inmune al intrusismo Estatal.
Con este propósito resulta útil revisar tanto el contenido de las disposiciones
constitucionales inherentes a la actividad económica como los criterios
jurisprudenciales del máximo tribunal de la República. Planteada así las cosas,
empleando la técnica de la unidad en la interpretación constitucional, se
deduce la potestad de intervención del Estado en ejercicio de su función
planificadora, ordenadora y reguladora de la economía, con el objeto de
garantizar que todas las personas sin distinción de ningún género, puedan
acceder a bienes y servicios, para la satisfacción de sus necesidades, que los
agentes económicos ofrezcan un trato digno y equitativo, además de una
información transparente sobre lo que comercializan, y a asegurar que los
consumidores y usuarios gocen de la libertad de elección entre una pluralidad
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de oferta de bienes y servicios. Esto último está imbricado con la libre
competencia prevista en el artículo 113 Constitucional y con la prohibición de la
cartelización prevista en el artículo 114 ejusdem (CRBV, 1999).
Por su parte, la jurisprudencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo
de Justicia (2000) en relación a la libertad económica, ha dicho en el caso:
Consorcio Ayari, que la Constitución consagra la libertad económica no en
términos absolutos, sino permitiendo que mediante la ley se dispongan
limitaciones. Sin embargo, debe destacarse que ello no implica ejercicio
alguno de poderes discrecionales por parte del legislador, el cual, no podrá
incurrir en arbitrariedades y pretender calificar por ejemplo, como “razones de
interés social” limitaciones a la libertad económica que resulten contrarias a los
principios de justicia social, ya que, si bien la capacidad del Estado de limitar la
libertad económica es flexible, dicha flexibilidad existe mientras ese derecho
no se desnaturalice.
El criterio del carácter relativo de la libertad económica y por consiguiente
susceptible de limitación y regulación por parte del Legislador con base en la
Constitución, ha sido sostenido en forma reiterada y pacífica, en la decisión
proferida por la Sala Constitucional (2005b) en el caso: G.A.N.B. Inspectores
de RiesgosAsociados, S.A. en que afirmó la posibilidad de limitarlo, siendo que
éstas pueden provenir de la Constitución, la Ley o de manifestaciones de la
Administración Pública.
Determinado la naturaleza restringible de la libertad económica, seguidamente
se precisa cuál es el núcleo esencial. La sentencia dictada por la Sala
Constitucional (2001b) en el caso: Manuel Quevedo, diferencia entre el
contenido esencial y no esencial del derecho fundamental, identificando el
primero con una garantía de tutela reforzada, susceptible de ser protegida
incluso a través de la pretensión de amparo Constitucional. El fallo comentado
deja sentado las bases conceptuales acerca del núcleo esencial de la libertad
económica, que será reiterado por las sucesivas sentencias en casos
análogos.
La decisión antes referida dice que su contenido esencial se traduce en dos
aspectos, uno positivo o de habilitación para la persona de desplegar una
conducta de “hacer” y otro negativo o de deber para el Estado de abstención o
“no hacer”. El primero se concreta en la posibilidad de cualquier persona de
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iniciar una actividad económica de su preferencia, de mantenerse en la
realización de ella, bajo las condiciones y exigencias pautadas por el orden
jurídico. La segunda se expresa en el deber para el Estado de abstenerse de
dictar y ejecutar medidas de cualquier índole, que perturben o priven al sujeto
de la realización de la actividad económica.
Así, el contenido básico o mínimo del derecho en referencia, viene dado por la
capacidad de iniciar y mantener una actividad económica lucrativa y lícita, pero
sometida a los requisitos, limitaciones y condiciones que el Estado establezca,
por cuanto, no toda regulación a la libertad económica constituye una violación
al ordenamiento constitucional o legal.
La sentencia emanada de la Sala Constitucional (2003b) en el caso:
Inversiones Parkimundo, agregó a las facultades de iniciar y sostener la
actividad, el de cesar en su ejercicio cuando lo considere conveniente.Además
incorpora al contenido esencial el aspecto de la explotación de la actividad con
autonomía de la voluntad. Criterio que ha sido ratificado por la Sala
Constitucional (2004b) en el caso: Seguros Caracas Liberty Mutual.
De lo antes expuesto, se deduce la existencia de un núcleo duro e irreductible
en la libertad económica, exento del poder intervencionista del Estado, el cual
se concreta en la facultad de toda persona de empezar, continuar y terminar
una actividad económica lícita, con autonomía de la voluntad en la gestión y
toma de decisiones, atinentes a plan de negocios, programa de inversiones,
contratación con clientes, proveedores, contratistas y trabajadores, plan
publicitario. En lo referente a los precios de bienes y servicios vendidos y al
margen de ganancias o de rentabilidad, es menester comentar la sentencia de
la Sala Constitucional en el caso: Inversiones Parkimundo, en la cual fijó el
criterio líder en la materia de regulación de precios.
El fallo indicado autoriza al Estado para la regulación de precios de bienes y
servicios, fundado en la necesidad de asegurar el cumplimiento efectivo, real y
concreto del principio de la justicia social y la protección de los consumidores y
usuarios, quienes ante la eventualidad de un incremento significativo de los
precios, se verían en la imposibilidad de adquirirlos, quedando frustrada de esa
manera el derecho previsto en el artículo 117 Constitucional, antes indicado.
Es por ello que, la regulación de precios de bienes y servicios tiene plena
cobertura constitucional y legal.
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En consecuencia, la regulación de precios de los bienes y servicios no
representa por sí misma una infracción al orden de libertades Constitucionales.
Sin embargo, es conveniente hacer énfasis en dos aspectos expresados en la
sentencia comentada. Ellos son, primero: alusivo al o al universo de bienes
y servicios sujetos al poder regulador público, esto respondería a la pregunta
siguiente: ¿todos los bienes y servicios comercializados en Venezuela son
susceptibles de fijación del precios por el Estado? El segundo: referido al
o al precio final que pagaría el consumidor y el usuario por el producto
que compra, esto respondería a la interrogante siguiente: ¿Cuál sería el precio
que puede fijar unilateralmente el Estado?
De esta manera, el primer aspecto relativo al , la sentencia comentada
admite la potestad del Estado de fijar unilateralmente los precios de
bienes y servicios considerados como para consumidores y
usuarios (negrillas del autor). Así pues, la decisión judicial circunscribe el
ejercicio de la potestad intervencionista del Estado a determinados bienes y
servicios, siempre que ellos sean esenciales para conservar un estándar o
calidad de vida óptimo de la población.
Este es precisamente el principio que imperó en Venezuela, recogido en las
Leyes dictadas en protección del consumidor y usuario, con sus sucesivas
reformas, conforme a las cuales, el órgano administrativo regulador, vale
decir, Instituto de Defensa y Educación de los Consumidores y Usuarios
(INDECU), hoy día convertido en el Instituto de Defensa de las Personas para
el Acceso de Bienes y Servicios (INDEPABIS), supervisaba que los
comerciantes no vendieran los productos por encima
del precio máximo de venta al público fijado por el Ejecutivo Nacional, para lo
cual se requería una resolución conjunta entre varios Ministerios, declarando
previamente algunos bienes y servicios como (negrilla
del autor).
Hoy día, con la entrada en vigencia del Decreto con Rango y Valor de Ley de
Costos y Precios Justos (2011), esa exigencia previa para la fijación de los
precios no existe, por tanto, son susceptibles de regulación de precios todos y
cada uno de los bienes y servicios que se comercializan en Venezuela, que
según cifras ofrecidas por Organismos empresariales, asciende a 500.000
productos. Además, cada uno de los eslabones que componen la cadena de
comercialización o el circuito económico, desde el sector primario, pasando
qué
quantum
qué
ciertos
esenciales
de primera necesidad
de primera necesidad
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por el de manufactura, hasta la venta minorista, se encuentra sujeto a la fijación
de precios.
Esto significa, que el universo absoluto y total de bienes y servicios que se
ofertan en el mercado Venezolano están supeditados al control y regulación de
precios, lo que contradice no solo el criterio jurisprudencial antes citado, sino
también, vulnera el principio de la autonomía de la voluntad del agente u
operador económico, en lo referente a la determinación del margen de
ganancia, a la vez que representa una lesión al núcleo esencial del derecho a la
libertad económica.
En lo relacionado al segundo aspecto, esto es al quantum o precio del bien o
servicio regulado, la decisión comentada impone una limitación a los órganos
del Estado en ejercicio de esa potestad, con base a la cual, no pueden fijar un
precio al margen o por debajo de los costos reales de producción. Por cuanto
hacerlo de esa manera, significaría imponer sobre las espaldas de un sector
económico una carga que no pesa sobre el resto de la colectividad. De lo cual
se deduce que fijar precios por debajo de costos de producción, supondría una
violación al principio de contribución con las cargas públicas en igualdad de
condiciones, y supondría la obligación del Estado de indemnizar el daño
patrimonial.
En épocas recientes se ha observado, que los órganos administrativos
competentes (SUNDECOPJ) han regulado el precio de algunos bienes y
servicios a una cantidad inferior a los costos que implica producirlos, lo que ha
generado desinversión en esos rubros, caída sostenida en los niveles de
producción, reducción de los inventarios y desabastecimiento extendido a toda
la geografía nacional. Fijar precios de bienes y servicios en niveles inferiores a
costos de producción, también configura una medida contraria a la libertad
económica, que supone la posibilidad de obtener ganancias derivadas de la
gestión de la actividad económica, que faciliten permanecer en el negocio
ofreciendo bienes y servicios que satisfagan las necesidades de los
consumidores y usuarios.
Con base a lo antes expuesto, se puede afirmar que la fijación de precios de
todos los bienes y servicios, y a cantidades inferiores a los costos de
producción, configura una restricción contraria a la Constitución y los criterios
jurisprudenciales precedentemente explicados, del núcleo esencial de la
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libertad económica, a la vez que enerva la libre competencia prevista en el
artículo 113 Constitucional, al producir una cartelización de precios,
transgrediendo de este modo la prohibición prevista en el artículo 114
Constitucional, al tiempo de suprimir el derecho que asiste a consumidores y
usuarios, de elección entre varias alternativas de productos y de precios,
previsto en el artículo 117 Constitucional (CRBV,1999).
Otro de los requisitos que deben cumplirse para la restricción de los derechos
Constitucionales es el principio de in dubio pro libertatis, lo cual empezó como
una teoría doctrinaria, señalada por Casal (2008) y Hernández (2008) entre
otros y acogida por la jurisprudencia del Tribunal Supremo de Justicia. La
sentencia del caso Festejos Mar C.A. dictada por la Sala Constitucional
(2005a), incorporó este criterio al afirmar como principio la libertad en forma
general reconocida a todas las personas y luego se advierten limitaciones a
ella, las cuales están confinadas a las previstas en la Constitución y en las
leyes y con fundamento en razones estrictamente de interés general.
En lo relativo a la regulación de precios, tanto el Decreto con Rango y Valor de
Ley de Costos y Precios Justos (2011) como la Administración Pública
Venezolana, se han distanciado del acatamiento de esta exigencia, y ha
subvertido el orden sistemático del mismo, al considerar la limitación como la
regla general, lo que se evidencia de la posibilidad de regular el precio de todo
tipo de bienes, ofertados por todo tipo de empresas, en todas las fases del
circuito económico, en toda época del año y durante un lapso indefinido.
En opinión del autor del presente trabajo de investigación, la regulación de
precios se justifica plenamente en una economía social de mercado, como
medio para alcanzar la justicia social, siempre que se reduzca a aquellos
bienes y servicios calificados como esenciales, y durante un lapso finito y
determinado, lo que exige un consenso nacional resultado de la discusión de
todos los sectores de la nación. Además, la regulación debe permitir que los
agentes económicos recuperen los costos de producción, distribución y
comercialización y obtener una ganancia razonable que estimule a continuar
con la actividad y acometer nuevas inversiones. Asimismo, la regulación no
puede convertirse en obstáculo para la concreción de la libre competencia, no
puede propiciar la uniformidad o cartelización de precios, no debe conspirar
contra la libertad de elección que asiste a los consumidores y usuarios para
optar entre plurales ofertas de bienes y servicios.
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Metodología
El planteamiento del problema y el propósito del investigador condujeron a
elegir el enfoque cuantitativo y el tipo de investigación según el diseño como
documental, el cual según Arias (2006) es un proceso basado en la búsqueda,
recuperación, análisis, crítica e interpretación de datos secundarios, es decir,
los obtenidos y registrados por otros investigadores en fuentes documentales.
En este sentido, se entiende por diseño de investigación a la estrategia general
que adopta el investigador para responder al problema planteado.
De igual modo, las preguntas de investigación y el propósito del investigador
conllevaron a elegir el tipo de investigación según el nivel como descriptivo, el
cual está dirigido a identificar las características del objeto o sujeto investigado,
señalar las formas de conducta, establecer comportamientos concretos,
descubrir y comprobar asociaciones. En este sentido el nivel de investigación
se refiere al grado de profundidad con que se aborda el objeto de estudio, con
base a lo dicho porArias (2006).
Según Bascuñán (1971) el trabajo de investigación se subsume en la tipología
jurídica-descriptiva, toda vez que se propuso descomponer un problema
jurídico en sus diversos aspectos, ofreciendo una imagen de funcionamiento
de una figura jurídica.
La fuente de información fue mediata o secundaria, la cual según Bascuñán
(1971) está contenida en literatura jurídica, tales como obras de tratadistas,
comentaristas, sintetizadores, recopiladores o repertorio de jurisprudencia.
En relación al procesamiento y análisis de la información, fueron clasificadas
en conjuntos parciales y subordinados, de acuerdo con la relación lógica que
existan entre ellos. La clasificación citada se realizó a través del análisis de
contenido, el cual se efectuó por medio de la conciliación, que es el proceso a
través de cual las características relevantes del contenido de un mensaje son
transformadas en unidades que permiten su descripción y análisis preciso. Por
esa razón, se utilizó la técnica de observación y análisis de documento, que
sirvió para penetrar profundamente en el contenido de los documentos. Se
entiende por observación la técnica de visualizar o captar en forma sistemática
cualquier hecho, fenómeno o situación que se produzca en la naturaleza o en la
sociedad, en función de unos objetivos de investigación establecidos, con base
a criterio deArias (2006).
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Por otro lado, para el análisis jurídico de la información, fue necesario utilizar
técnicas jurídicas de análisis, presentadas por Perdomo (1988) como los
argumentos de interpretación jurídica, entre ellos: a) el argumento de
interpretación restrictiva, b) de interpretación histórica, c) de interpretación
sistemática, d) el argumento de interpretación subjetiva, e) el argumento por
autoridad.
1- El sistema económico previsto en la Constitución del 99, con base a una
interpretación sistemática, es la economía social de mercado, resultado de la
combinación de principios previstos en el texto Constitucional, de origen liberal
y de índole intervencionista del Estado.
2- La regulación de precios de bienes y servicios, con base a una interpretación
subjetiva, es una técnica lícita de intervención del Estado en la economía,
justificada por razones de preservación del desarrollo humano integral,
seguridad e interés público, la cual debe cumplir con requisitos o exigencias
jurídicas, en obsequio a la garantía de las libertades individuales.
3- Los requisitos o condiciones que rigen la intervención del Estado en las
libertades individuales, conforme a la interpretación por autoridad de la
jurisprudencia son: la reserva legal, la intangibilidad del contenido esencial del
derecho fundamental, el principio in dubio pro libertatis y la proporcionalidad.
4- En lo relativo a la fijación unilateral de precios por la Administración Pública,
con base a la interpretación sistemática y restrictiva, se advierte la lesión al
contenido esencial de la libertad económica, cuando enerva gravemente la
autonomía de la voluntad del empresario, al extenderse tal fijación a todos los
bienes y servicios sean o no esenciales o de primera necesidad y cuando se
estima por debajo de los costos de producción.
5- La fijación unilateral de precios desconoce la aplicación del principio in dubio
pro libertatis y la proporcionalidad cuando se extiende a todos los oferentes de
productos, en todas las etapas de la cadena de comercialización, en todas las
épocas del año y durante un lapso indefinido.
6- La regulación de precios, a la luz de la interpretación histórica, no es la
medida más adecuada para satisfacer el derecho de los consumidores y
usuarios de acceder a los bienes y servicios, ya que la fuerza de los hechos ha
Conclusiones
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develado las perjudiciales consecuencias de su aplicación, al ocasionar
desinversión, descenso en la producción, reducción significativa de los
inventarios, escasez, desabastecimiento, cierre de empresas.
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